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LA NORMA REFORMADORA: 
NATURALEZA, AUTOR Y AMBIENTE HISTÓRICO EN EL QUE SE PROMULGA 
En realidad no fue una disposición legis-
lativa con naturaleza de ley, pues como suele ocurrir en muchos supuestos 
legislativos de reforma agraria, éstos surgen como fruto de una tensión que 
requiere echar mano de expedientes normativos propios de las razones de 
urgencia, de las que, por cierto, se hará conveniente ostentación, como vere-
mos más adelante. Por ello lo que se promulgó y publicó en la Gaceta de 
Madrid, el domingo 28 de octubre de 1877, fue un Real Decreto, propuesto 
por el ministro de Ultramar don Cristóbal Martín de Herrera que formaba 
parte del Gobierno presidido por Cánovas del Castillo, y firmado por su 
majestad el rey Alfonso XII.1  
Alfonso XII llevaba casi tres años encarnando la "Restauración" monárquica 
borbónica; y don Cristóbal Martín Herrera, en esa fecha integrado en el 
1 	Real Decreto dado en Palacio a veintisiete de Octubre de mil ochocientos setenta y siete; publicado en la 
Gaceta de Madrid, año CCXVI, n° 301, tomo IV, p. 303, Domingo 28 de Octubre de 1877. Para referirme a 
esta disposición a partir de ahora utilizaré las siglas LERACU, es decir Ley de reforma agraria para 
Cuba, la cual transcribo íntegramente de la Gaceta de Madrid en el Apéndice documental de este tra-
bajo, al que se irá remitiendo en las sucesivas notas. 
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154 	gobierno de Cánovas, ya tenía suficiente experiencia de gobierno, pues este 
político militante del partido moderado, había sido titular, en otros gobier-
nos, de los Ministerios de Gracia y Justicia, así como del de Fomento; con-
cretamente conocía bastante bien los asuntos coloniales, pues había desem-
peñado la cartera de Ultramar con Sagasta durante el reinado de Amadeo I.2 
Estaba bien enterado, por tanto, don Cristóbal de los entresijos de la por él 
denominada "rebelión cubana"; la cual no era otra cosa que la primera gue-
rra independentista cubana, la conocida historiográficamente como "Guerra 
de los diez años", que había empezado al hilo del destronamiento de Isabel 
II en 1868 y estaba a punto de sofocarse.3  
Precisamente en febrero de 1878 se firmaría la prometedora Paz de El Zan-
jón, por el general Martínez Campos, después de una larga etapa bélica, que 
había costado la vida a casi ciento cincuenta mil hombres [80.000 de los más 
de los 200.000 militares movilizados y otro tanto presumiblemente del lado 
rebelde]; y por lo que se refiere a lo económico el montante ascendía a casi 
quinientos millones de pesos.4  Se tenía conciencia, por tanto, unos meses 
antes, en octubre de 1877, de lo "necesario" que era que "este fausto aconte-
cimiento no sorprenda desprevenida a la Administración pública, que tiene 
2 	García Madaria, José María, Estructura de la Administración Central [1808-1931], Madrid, 1982, pp. 
332-333, donde aparece como ministro del Ultramar interino, en sustitución de Adelardo López de 
Ayala, mediante dos nombramientos consecutivos, uno el 22.XI.1876, renovado el 14.1.1877, que ter-
minó el 10.1.78, por acceder a la Vicepresidencia de las Cortes, asumiendo el mismo Cánovas la Car-
tera de Ultramar dejada vacante durante un mes, hasta el 12.11.1878, en que nombró a José Elduayen. 
3 	En la Exposición de motivos el ministro Martín Herrera se hace eco de las circunstancias bélico- 
postremas en las que se dicta el Real Decreto: "La rebelión cubana enmedio de sus desesperados 
esfuerzos por prolongar su agonizante existencia, acaba de sufrir golpes rudos y decisivos: captura-
dos o acogidos a indultos varios de sus principales caudillos, dispersas y mermadas sus fuerzas, no 
es dudosos que la completa pacificación de la Grande Antilla, es ya inminente". Sobre la Guerra de 
los Diez años, véase el excelente y clarificador libro del Catedrático de Historia de América sevillano 
Luis Navarro García, La Independencia de Cuba, Madrid, 1992, pp. 287-317, y la selección bibliográfica 
de las pp. 397-400. 
4 	Véase Navarro García, La Independencia de Cuba, pp. 311-313 sobre "El pacto del Zanjón"; y pp. 
316-317, sobre los costes humano y material de la guerra, que presume ser muy superiores a los que 
que convertir a la resolución de arduas cuestiones la atención que venía 
fijando exclusivamente en la terminación de la guerra".5  
Habíapor tanto que pensar en ir programando la paz, lo cual requería "rápi-
das medidas de reconstrucción, que reparando los daños sufridos, impidan 
su] reproducción [de la guerra] aun en época lejana"; y para ello nada 
mejor que "eficaces reformas económicas"; y "entre estas medidas ninguna 
es tan urgente" como la reforma agraria.6 
Pues, en efecto, sepiensa que con "la adopción de un sistema sencillo y fácil 
de colonización" se puede "proporcionar trabajo y sustento a las familias 
que resulten arruinadas y a los individuos que queden sin ocupación al ter-
minar la guerra", "creando la pequeña propiedad" .7  O lo que es lo mismo que 
mediante una reforma o modificación de la estructura de la propiedad terri-
torial sepuede encontrar una paz social "en términos estables y definitivos"; 
por cuanto la gran mayoría de la población cubana, integrada en una reali-
dad social eminentemente agrícola —en la que la tierra es el fundamental y 
casi único medio de subsistencia— se podrá relacionar, con ocasión de esa 
reforma, con la tierra y vivir de ella. 
La conciencia de la urgencia de esta reforma agraria rebosa por todas partes. Con-
tinuamente se hace referencia a ello; ya el hecho de que tome la forma dis-
positiva de Real Decreto es un indicio de la celeridad que se le quiere impri-
mir. Son frecuentes en la exposición de motivos las expresiones que la iden-
tifican con "medida urgente", "inmediata colonización"; e inclusive se dice 
que tal vez no es una norma acabada en su diseño "por la urgencia con que 
oficial y tradicionalmente se han aceptado; por lo que reflejamos los cálculos más recientes y cuan-
tiosos de Moreno Fraginals, Manuel, "La Guerra de los Diez Años", capítulo I de Memoria del 98, 
Madrid, 1997, p. 10. 




156 	ha tenido que ejecutarse"; o que se cree que "satisfará las más apremiantes 
necesidades de la Isla de Cuba en estos solemnes momentos".8 Y cuando se 
regula el procedimiento para llevar a cabo los repartos se establece que se 
instruyan "con toda urgencia los expedientes"; que "los incidentes que se 
susciten" se resuelvan "de plano"; y que las providencias que se dicten se 
lleven "a cabo a medida que las vaya dictando" la autoridad competente.9 
Como estudioso de la historia de la reforma agraria en Andalucía, me llama 
poderosamente la atención la sensibilidad que se tiene para asumir y dise-
ñar los factores sociales determinantes de una urgente reforma agraria para 
Cuba y la falta de sensibilidad de que se hizo gala para reflexionar sobre la 
cuestión social del campo andaluz, que estaba pidiendo a gritos, con sangre 
y fuego, una urgentísima reforma agraria.10 
El contenido del Real Decreto se integra de una Exposición de motivos y de 
una parte dispositiva ordenada en nueve artículos, que regulan sucesiva-
mente: "los terrenos" o tierras objeto de reparto; "los agraciados" o benefi-
ciarios de la reforma agraria; las unidades básicas de repartos o "suertes de 
tierras"; la naturaleza de la cesión de las tierras repartidas; y el procedi-
miento para practicar el reparto. 
Para su elaboración se dice haberse tenido en cuenta la abundante legislación 
histórica sobre colonización, propia de "España, la primera potencia coloni-
zadora de la edad moderna"; pero sólo en el espíritu de esas leyes, pues 
..... 
8 Ibídem. 
9 	Ibídem, art° 8. 
10 En este sentido se pronuncia muy elocuentemente Antonio M' Calero, Los movimientos sociales 
en Andalucía [1820-1936], Madrid 1987, p. 7, donde subraya la insensibilidad general que se aprecia 
entre los políticos liberales a practicar una reforma agraria en Andalucía, agravada por el hecho de 
que muchos de los políticos gobernantes durante la Restauración eran andaluces. Y concretamente, 
observo por mi parte que Cánovas y Romero Robledo formaban parte del Gobierno —el primero 
como presidente y el segundo como ministro de Gobernación— que programó y promulgó esta 
reforma agraria cubana; a mayor abundamiento Cánovas asumió las competencias de Ultramar 
cuando Martín Herrera accedió a la Vicepresidencia de las Cortes en enero de 1878. 
resulta "tan especial y distinto el conjunto de circunstancias en que se encuen- 	157 
tra hoy la isla de Cuba, que el ministro que suscribe juzga que no conseguiría 
el resultado apetecido limitándose a aplicar al caso presente la legislación 
citada [histórica]...consideración [que] le ha movido a condensar en el adjunto 
proyecto de decreto las disposisiones que le han parecido más prácticas".11  
LAS TIERRAS AFECTAS A LA REFORMA AGRARIA 
La reforma agraria para Cuba programada en el Real decreto de 27 de octubre 
de 1877 pretende repartir "más de 800.000 hectáreas de superficie de terrenos 
incultos y disponibles en la parte interior y despoblada de la Isla de Cuba", 
integrada por "bosques y sabanas", donde "hora es ya de que penetre el 
arado y se esparza la simiente".12 
Lo más interesante y novedoso de esta reforma agraria, en lo que se refiere 
a las tierras que pueden ser objeto de reparto, es que no sólo afecta a las tie-
rras públicas, sino que también contempla a tierras de propiedad privada; y aun-
que se trata de una afección muy leve, como veremos, no deja de ser algo 
insólito en el régimen liberal español. 
Las tierras públicas repartibles están representadas tanto por tierras del 
Estado como por tierras municipales. 
Concretamente se contemplan las siguientes tierras del Estado:13 a] "los terre-
nos baldíos y de realengo"; y b] "los bosques del Estado que, a juicio de la 
11 	Concretamente se realiza una larga cita en la Exposición de motivos de antecedentes a tener en 
cuenta, remontándose a la Recopilación de Leyes de Indias; y a otras disposiciones más recientes como 
los decretos de las Cortes de 4 de Enero de 1813 [y 29 de junio de 1822], dictados para repartir bal-
díos entre los excedentes militares de la posguerra de la Independencia, en cuanto que podrían ser-
vir también para esta posguerra cubana; y además otras disposiciones posteriores de la colonización 
antillana de mediados de siglo e incluso de la reciente colonización africana de la isla de Fernando 
Poo. Véase LERACU, Exposición de motivos. 
12 Ibídem. 
13 	Ibídem, art° 1°, párrafo primero y apartado 1°. 
3° Los que cedan voluntariamente para este fin los grandes propie-
tarios de la isla, que los tienen incultos e improductivos; debiendo 
ser invitados a cederlos por la Autoridad superior. 
Es decir las grandes extensiones de tierras privadas, que los grandes pro-
pietarios mantienen "incultas e improductivas", pueden ser objeto de 
reparto, previa "invitación" para ello por la "Autoridad superior" y "acep-
tación voluntaria" por parte del gran propietario afectado. 
Ciertamente no se trata de un reparto forzoso, o expropiación por razón de 
la situación de abandono e improductividad en la que el gran propietario de 
tierra la tiene; y por tanto de una reforma agraria fundamentada en el 
incumplimiento legal de una presunta función social de la tierra que se 
posee. Pero ya se apunta algo de ello, como es el caso de que la ley contem-
ple las situaciones de abandono e improductividad de las grandes propie-
dades de tierras privadas; o de que se involucre al Estado para que inter-
venga, aunque sea en el sentido de dirigirse al gran propietario absentista, 
para proponerle una diplomática "invitación" que le persuada a que reparta 
su tierra.16 
Estos tenues atrevimientos legislativos repartidores de propiedad territorial 
privada todavía son impropios de una legislación liberal y por eso no vol-
verán a reproducirse hasta principios del siglo XX, cuando ya de alguna 
manera, aunque muy leve, haya calado el espíritu social que imprimió pri-
mero la Comisión y luego el Instituto de Reformas Sociales.17 
158 	Inspección de Montes de la isla, no deban reservarse para su aprovecha- 
miento, o no sean suceptibles de enajenación ventajosa". 
Por lo que se refiere a las tierras municipales, se concretan en "los terrenos de 
Propios y Arbitrios de los pueblos que no sean imprescindibles al común de 
los vecinos".14 
Nos encontramos aquí por tanto y por lo que se refiere a estas tierras de 
naturaleza pública, ante una reforma agraria tradicional y clásica, que no 
ofrece grandes problemas, en principio, pues suele ser aceptada por todos, 
inclusive por aquellos que, por tratarse de un reparto social, no están llama-
dos a ser sus beneficiarios. Es la típica desamortización de tierras públicas, 
al estilo de la Ley Madoz de 1855, tan criticada por un sector minoritario del 
liberalismo español y sobre todo por los revolucionarios del 68, por la falta 
de garantías sociales en el reparto de las tierras.15  
Tal vez por ello, como veremos al estudiar los beneficiarios, se realizaron en 
esta reforma agraria cubana determinados retoques que significaron la 
voluntad de corrección de ciertos errores, cometidos en los repartos de tie-
rras públicas practicados en la Península. 
En la línea de esos retoques, que por demás conllevaron tenues reflejos de 
pretensiones sociales, está también lo más interesante de esta ley de reforma 
agraria. Como decíamos más arriba, afecta si bien levemente, a las tierras de 
propiedad privada. En efecto, en el art° 1° apartado 3° se establece que: 
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El gobernador general de Cuba procederá a hacer un repartimiento 
de terrenos baldíos y realengos, a los cuales se agregarán también los 
que a continuación se expresan: [...] 
......... 	........ 	............ 	......... ..„ ......... 	....... .„. ..... 	..... 	..... 	....... 
14 Ibídem, art°1, apartado 2°. 
15 Véase el ya clásico libro de E Tomás y Valiente, El marco político de la desamortización en España, 
Madrid, 1977, pp.128 y ss; 139 y ss;142 y ss; y 159-162. 
16 No hay que descartar, a mi modo de ver, que detrás de este precepto, afectante a la gran pro-
piedad territorial privada, se esconda una represalia de guerra para con los grandes terratenientes 
criollos que se pusieron a favor de la rebelión cubana; y que a la vista de su condición de vencidos 
y en gran parte exiliados serían invitados a abandonar sus tierras de esta manera. Circunstancia que 
se podría hilar con ese supuesto de reforma agraria, que veremos más adelante, que consiste en 
repartir tierras entre "las empresas y los capitalistas", que no serían otros que los grandes beneficia-
dos y enriquecidos con los negocios de tan larga guerra. 
17 La Comisión de Reformas Sociales en el Real Decreto de su creación, de 5 de diciembre de 1883 [Gaceta 
T 
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160 Así, la Ley Besada de 1907, en su art° 6, aunque contemplado de una forma 
muy lejana e inconcreta, presta atención a la posibilidad de una reforma 
agraria que afecte a la propiedad privada de la tierra, cuando dispone: 
Esta Junta Central [de Colonización] tendrá a su cargo: 2°. Con los 
elementos de juicio que esta labor [la ejecución de esta Ley y realiza-
ción total del pensamiento que la informa] le facilite, proponer los 
medios de llevar a cabo la subdivisión de la propiedad privada en aque-
llas regiones en que su excesiva acumulación lo aconseje, en beneficio del 
progreso agrícola y de las clases rurales.18  
De forma más concreta y directa se atacaría a la propiedad territorial privada, 
de propietarios absentistas, en determinados proyectos posteriores de leyes 
de reforma agraria que, tal vez por ello, se quedarían en simples proyectos. 
Ese es el caso del Proyecto de ley de reforma agraria de Canalejas presentado al 
Congreso de los Diputados el 30 de mayo de 1911, que establece en su 
artículo 14, que para la propiedad particular: 
la enajenación tendrá caracter obligatorio, para el propietario, en 
aquellos terrenos que, estando comprendidos en las zonas converti-
das en regables mediante obras hidráulicas costeadas en todo o en 
parte por el Estado, estime la Junta [de Colonización] conveniente al 
interés general llevar a ellos las prescripciones de la presente ley.19 
Y mucho más directo y expeditivo, hasta el punto de recordar disposiciones 
vigentes hoy día de reforma agraria, es el supuesto contemplado en el Pro-
yecto de Ley de reforma agraria de Dato-Lizárraga presentado al Congreso de los 
Diputados el 27 de mayo de 1921, en cuyo artículo 4° se dipone que: 
Se declaran sujetas obligatoriamente a la colonización que se 
acuerde por el Gobierno, a propuesta del Instituto Nacional de Colo-
nización, las fincas siguientes: e] Fincas de propiedad particular 
abandonadas, incultas o deficientemente explotadas que, previos los 
trámites legales, se consideren adecuadas a los fines de esta ley.20 
LOS BENEFICIARIOS O AGRACIADOS POR LA REFORMA AGRARIA 
¿Quiénes son los beneficiarios de los repartos de estas tierras o como dice la 
disposición que comentamos "los agraciados" de las concesiones de tierras 
que el reparto comporta? 
Llegado a este punto debemos hacer algunas puntualizaciones previas. En 
principio la ley presenta como "agraciados" a una serie de personas, presu-
miblemente carentes de tierras y medios económicos, muchos de los cuales 
como veremos serían auténticos "desgraciados" de la posguerra. Nos encon-
traríamos por tanto ante una ley de reforma agraria con una relativamente 
clara función social. 
..... 	 ..... 
de Madrid 10 de diciembre], plantea, en el punto dos de su parte dispositiva, la necesidad de una reforma 
agraria que corrija las nefastas cosecuencias sobre la distribución de la propiedad territorial provo-
cadas por las desamortizaciones eclesiástica y civil, en los siguientes términos: "La Comisión se ocu-
pará especialmente de los asuntos siguientes: sexto. Reformas que podrán introducirse en las leyes 
de desamortización, a fin de facilitar a los colonos y trabajadores la adquisición de la tierra; manera 
de remediar las consecuencias que en algunas comarcas ha producido la forma en que se ha reali-
zado la desamortización". 
18 Ley de colonización y repoblación interior, aprobada por las Cortes el 22 de julio de 1907 [Ley 
Besada], publicada en la Gaceta de Madrid, n° 251, de 8 de septiembre de 1907, pp. 1.009 y 1.010. 
19 Proyecto de ley de reforma agraria de Canalejas presentado al Congreso de los Diputados el 30 de mayo 
de 1911, edic. Diario de Sesiones de las Cortes, Congreso de los Diputados, Apéndice 2 al n° 51 de 5 de 
junio de 1911, p. 5. 
Pero en el último artículo de la misma, concretamente el 9°, de una forma 
aparentemente residual y casi enmascarada, toma cuerpo jurídico positivo 
algo que se adelanta en la Exposición de motivos y que se enuncia como una 
especie de "auxilio" e "intermediación", en esta "obra civilizadora" de 
reforma agraria, por parte de "empresas y capitalistas", que en el fondo no 
s 	 sne. 	..... 	 p 	 vuo9s 	 v • s 
20 Proyecto de Ley de reforma agraria de Dato-Lizárraga presentado al Congreso de los Diputados el 27 de 
mayo de 1921, edic. Diario de Sesiones de las Cortes, Congreso de los Diputados, Apéndice 1 al n° 59 de 
31 de mayo de 1921, p. 4. 
162 	es otra cosa, como se verá, que una opción a que tales "empresas y capita- 
listas" participen en el reparto de esas tierras, con un planteamiento aparen-
temente social, pero que no queda ni claro ni suficientemente regulado. 
3° Y en tercer lugar los vencidos reintegrados a la nueva sociedad de la posgue-
rra por razón del indulto o perdón de su crimen de rebelión; es decir "los indi-




Consiguientemente, a nuestro modo de ver, se puede hablar de dos supues-
tos de reformas agraria dentro de la ley: una, para los "agraciados desgra-
ciados"; y otra para los "agraciados privilegiados". 
Esta reforma agraria de los "agraciados desgraciados" tiene, en principio, 
una fuerte connotación social; pues mediante ella se pretende crear "la 
pequeña propiedad", que se predica "tan necesaria por las nuevas condi-
ciones del trabajo"; con lo que se está aludiendo a la nueva situación que se 
creará con la ya proyectada abolición de la esclavitud. 
  
  
LA REFORMA AGRARIA DE LOS "AGRACIADOS DESGRACIADOS" 
   
  
La reforma agraria de los "agraciados desgraciados", contempla como bene-
ficiarios a una serie de sujetos, divididos en clases, que se enuncian en un 
orden de prelación, que, según se dispone, debe marcar preferencias "en la 
mejor calidad y ventajosa situación de las suertes que se les adjudiquen".21  
Por eso los beneficiarios recibirán en propiedad una superficie de tierra de 
dimensión limitada. 
Para ello se pone en práctica un procedimiento,23 que deberá ser instruido "con 
toda urgencia" por la Secretaría del Gobierno de la Isla y que consta de dos 
momentos procesales o "expedientes generales" fundamentales: el primero, 
el inventario, clasificación y medición de las tierras repartibles; y el segundo 
la repartición de las tierras divididas en suertes. 
....... 
22 Para evaluar el sentido y el número de este supuesto de beneficiarios "agraciados-desgracia-
dos vencidos" conviene traer a colación las apreciaciones de Luis Navarro en La Independencia de 
Cuba, p. 308, cuando dice: "En enero de 1877, Martínez Campos mostró sus cartas al promulgar un 
bando que no sólo indultaba a todos los soldados que desertasen del campo de los insurrectos, sino 
que anunciaba un premio de cinco pesos en oro al que se presentase con armas, y de veinte pesos al 
que trajese un caballo. Estos ofrecimientos no dejarían de causar efecto en una tropa que llevaba años 
viviendo miserablemente y amenazada de muerte por el delito de traición. La posibilidad de retor-
nar a una existencia pacífica, incluso con unos pesos de recompensa, tendría efectos devastadores 
sobre el Ejército Libertador. Estas medidas fueron luego completadas con otras que ordenaban a los 
jefes españoles dar buen trato a los prisioneros, incluso mantenerlos hasta que encontrasen trabajo. 
Lo que un siglo después se llamaría la 'reinserción social' estaba en marcha. El objetivo: lograr la 
completa pacificación acudiendo con generosidad a cerrar todas las heridas de una guerra que era, 
como tantas otras padecidas por España en aquella época, guerra civil". Al año siguiente, el 10 de 
febrero de 1878, y unos meses después de aprobarse el Real Decreto de reforma agraria, el Pacto del 
Zanjón establecía en su art° 2°: "el olvido de lo pasado respecto de los delitos políticos cometidos 
desde 1868 hasta el presente y libertad de los encausados o que se hallen cumpliendo condena den-
tro o fuera de la isla"; véase de nuevo Navarro García, La independencia de Cuba, p. 311. 
23 LERACU, art° 8. 
  
  
Dicho orden de prelación es el siguiente: 
   
  
1° En primer lugar los que han estado involucrados directamente en la acción 
militar vencedora, representados por "individuos que [presumiblemente] 
queden sin ocupación al terminar la guerra". Pero estableciendo entre 
ellos una subclasificación también preferente, a saber: a] "licenciados del 
Ejército de Cuba; b] "voluntarios movilizados"; y c] los que simplemente 
"hayan asistido a función de guerra". 
2° En segundo lugar aquellos que, sin haber estado involucrados directa-
mente en la acción militar vencedora, han permanecido fieles a dicha acción, 
es decir los "vecinos de los pueblos de la isla que habiendo permanecido 
fieles al Gobierno, hayan sufrido pérdidas considerables en sus bienes 
por causa de la guerra". 
  
      
  
21 LERACU, art° 2. 
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164 Con motivo del primero serán oídos los ayuntamientos interesados; e infor-
marán sobre ambos expedientes "con brevedad" la Inspección de Montes, la 
Dirección General de Hacienda y el Consejo de Administración de la Isla. 
Por todas partes surgen signos de celeridad procedimental en esta reforma 
agraria como ya hemos sugerido más arriba. Por eso "los incidentes que se 
susciten se resolverán de plano con sujeción a este decreto, al derecho común 
y a las demás disposiciones dictadas para Ultramar sobre colonización y 
repartimiento de terrenos", que seguramente son las que se invocan en la 
Exposición de motivos. De ahí también que se disponga que "el gobernador 
general llevará a cabo sus providencias a medida que las vaya dictando". 
Pero en todo caso corresponderá al Ministerio de Ultramar, previo examen 
de los expedientes, la aprobación definitiva de los mismos. 
En virtud de dicho procedimiento se diseñan unas superficies repartibles 
que tienen como unidad básica una "suerte de tierra [que] se compondrá del 
número de hectáreas que en la zona donde radique se considere suficiente al 
mantenimiento de un hombre que la cultive".24 
Los beneficiarios o agraciados recibirán una superficie de tierra que, en prin-
cipio, está en función de su estado civil y del hecho de tener descendencia. 
Así, "al soltero, o casado sin hijos, se le concederán dos suertes"; y "al casado 
con hijos, tres suertes".25  
Ahora bien, cabe la posibilidad de que "por circunstancias especiales o 
extraordinarios merecimientos de los colonos", seguramente con motivo de 
la guerra, se les pueda recompensar aumentando la superficie concedida, 
hasta un máximo de cinco suertes.26 
24 Ibídem, art° 3, párrafo primero. 
25 	Ibídem, art° 3. 
26 Ibídem. 
La naturaleza de la cesión de la tierras o suertes repartidas a los agraciados es "en 
propiedad y a perpetuidad" y sin ninguna contraprestación, es decir " gratuita" .27 
Esto implica por tanto una desamortización de las tierras públicas; y en el 
caso de las tierras privadas una cesión de la titularidad de la propiedad, que 
no puede ser catalogada de expropiación, pues, como vimos más arriba, el 
reparto de las tierras de esta naturaleza es consecuencia de una cesión volun-
taria de tierras incultas e improductivas, por parte de los grandes propieta-
rios de la isla para este fin, previa invitación de la "Autoridad superior".28  
En todo caso los nuevos "pequeños propietarios", durante los tres primeros 
años sólo son tenedores de "un título provisional". Con ello se pretende 
garantizar la función productiva de la reforma agraria, pues dicho título 
caducará, y por tanto tendrán que devolver las suertes de tierras, si pasado 
ese tiempo no las han puesto en cultivo.29 
Asimismo se busca garantizar la permanencia de la función redistributiva de 
la tierra en dicho período, pues "no podrán enajenar ni hipotecar [las suer-
tes respectivas] durante el mencionado trienio". Pero muy pronto salta a la 
vista el espíritu liberal del que se encuentra imbuido esta ley de reforma 
agraria, pues a renglón seguido, nada más y nada menos dipone que "trans-
currido este término [de tres años], y justificando el colono que ha roturado 
y cultivado sus suertes, se le canjeará el título provisional por otro definitivo 
y podrá disponer libremente de su propiedad".30 
Con disposiciones de esta índole es muy fácil pensar y presumir que la 
mayoría de estos beneficiarios o "agraciados desgraciados", pasado ese 
plazo terminarían vendiendo sus tierras y por tanto se esfumaría la función 
social de esta reforma agraria. 
27 	Ibídem, art° 5°. 
28 	Ibídem, art° 1°. 
29 	Ibídem, art° 5. 
30 Ibídem. 
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166 	Se trata, por tanto, de una disposición nefasta para garantizar la permanen- 
cia de la función redistributiva de la propiedad territorial que toda reforma 
agraria debe llevar consigo. Hasta tal punto es contrarreformadora esa dis-
posición que da que pensar si realmente lo que ocurre es que no se quiere la 
permanencia de dicha función social. Lo cual, por demás, inclusive resulta 
contradictorio con otras que pretenden abundar en la función social de la 
misma y en la garantía de la efectividad y permanencia de la redistribución 
de tierra. 
Así la ley está pensando en lo altamente "desgraciados" que son económi-
camente estos "agraciados" del reparto. De ahí que, de un lado, se prevea 
para ellos la exención de las contribuciones rústica y urbana, durante cinco 
años a partir de la obtención del título definitivo de su propiedad.31  Y de 
otro lado, la programación de unos auxilios gratuitos, para "los colonos más 
beneméritos y necesitados" destinados "a la adquisición de ganado de labor, 
y de útiles y aperos de labranza".32 
LA REFORMA / ¿CONTRARREFORMA? AGRARIA 
DE LOS BENEFICIARIOS "CAPITALISTAS" 
Dice la exposición de motivos que el cumplimiento "inmediato" de la 
reforma agraria proyectada "se fía a dos impulsos convergentes: [de un lado] 
a la acción directa de los agentes del Gobierno y [de otro a] la intermedia de 
las empresas y capitalistas que vengan a auxiliar esta obra civilizadora". 
En virtud de esta intermediación de la iniciativa privada se prevé en la parte 
dispositiva el reparto de "terrenos baldíos" entre "capitalistas o empresas" 
que lo soliciten.33  
Se trata, por tanto, de repartos de tierras, que, en principio, tienen como 
beneficiarios a sujetos privilegiados económicamente, por cuanto se identi-
fican con "capitalistas" o "empresas", que en cualquier caso deben tener 
medios suficientes "para colonizarlos y reducirlos al cultivo". 
El texto de esta disposición del Real Decreto no es muy explícito en contra 
de lo que debería ser conveniente para evitar abusos. Pero es muy posible 
que se esté pensando en el supuesto, ya diseñado por Pablo de Olavide en 
su Proyecto de reforma agraria para Andalucía de 1768, en virtud del cual se 
proponía el reparto de grandes extensiones de baldíos del Estado, entre "los 
muy ricos" para que inviertan —en este caso sería en Cuba—, y se propicie 
la creación de una gran propiedad con una fuerte función social. Y esto 
último por cuanto la entrega de las tierras a los potentados se haría con la 
condición de organizar una colonización o segundo reparto entre los más 
desfavorecidos.34 
En este caso, el Real Decreto de 1877 de reforma agraria para Cuba establece 
que la cesión de las tierras no se haga en propiedad, sino en concepto de 
enfiteusis, con la obligación de la satisfacción de un canon pagadero anual-
mente; 35 por lo que aunque se cede a un plazo muy largo, se presumen 
reversibles a su dueño, si no se mejoran mediante el cultivo y la colonización 
o no se paga el canon estipulado. 
Así pues, con la obligación fundamental de destinar "los terrenos baldíos", 
cedidos "en enfiteusis", para "colonizarlos y cultivarlos", debe entenderse ese 
segundo reparto social, que en el caso del Proyecto de Olavide tan detallada-
mente se describe, a diferencia de lo que aquí en este Real Decreto ocurre. 
31 	Ibídem, art° 6. 
32 Ibídem. 
33 	Ibídem, art° 9. 
34 Véase Merchán, Antonio, La reforma agraria en Andalucía. El Primer Proyecto legislativo [Pablo de 
Olavide, Sevilla, 1768], Sevilla 1996 [2'  ed., 1997], pp. 122-124. 
35 LERACU, art° 9. 
168 	En todo caso el gobernador general de Cuba, a quien corresponde admitir a 
trámite las solicitudes de los "capitalistas o empresas" para participar en 
este tipo de repartos de terrenos baldíos, pone en marcha un procedimiento 
similar al de los repartos de "los agraciados desgraciados", que en este 
supuesto tiene además como funciones principales determinar: a] la conve-
niencia de la concesión de esas tierras en enfiteusis; 131 las garantías de la 
colonización o subreparto; y c] el canon que haya de satisfacerse anualmente 
por el concesionario por razón de enfiteusis.36 
El expediente al efecto se elevará por el gobernador general, con su 
informe adjunto, al ministro de Ultramar, quien dará traslado con su pro-
nunciamiento al Gobierno, para que resuelva en última instancia sobre la 
cesión a los "capitalistas y empresas" de los terrenos baldíos "si lo estimare 
oportuno".3 7 
CONCLUSIONES 
1 	En el esperanzador ambiente, para los españoles, de los momentos 
postremos de la primera guerra independentista cubana, llamada de los 
Diez Años y que al mismo tiempo es umbral de la Paz del Zanjón, el 28 de 
octubre de 1877 se promulgó por don Alfonso XII un Real Decreto sobre 
repartimientos de tierras en la isla de Cuba, a propuesta del ministro de 
Ultramar don Cristóbal Martín Herrera, que formaba parte del Gobierno 
cuyo presidente era Cánovas del Castillo. 
2 	Dicho Real Decreto es una auténtica Ley de reforma agraria para 
Cuba, por cuanto se pretende modificar la estructura de la propiedad terri-
torial existente en la Isla a fin de aumentar el número de hombres que tenga 
relación con la tierra una vez finalizada la guerra. 
36 Ibídem. 
37 Ibídem. 
Ciertamente se presume y declara, en primer lugar, que dichos repartos 
serán imprescindibles para que pueda subsistir un gran número de vence-
dores y vencidos que quedarán sin trabajo o arruinados cuando la guerra 
termine; y además que al multiplicarse y afianzarse la relación del hombre 
con la tierra, tan necesaria en una realidad social eminentemente agrícola 
como la cubana, se garantizará la tan deseada paz. 
3 	Como tierras afectas a la reforma agraria se identifican y seleccionan 
no sólo las propiedades territoriales públicas —como suele ser usual— sino 
también la propiedad territorial privada inculta e improductiva. 
El reparto de "los terrenos" que "los grandes propietarios de la isla tienen 
incultos e improductivos" se contempla como una mera posibilidad fruto de 
la cesión voluntaria por parte de los particulares a "invitación" de la "Auto-
ridad superior". 
Ahora bién, representa este supuesto el primer reflejo jurídico positivo pro-
mulgado —de aquí la importancia de este precepto—, en la legislación libe-
ral española, de una ideología intervencionista y social sobre la propiedad 
de la tierra. Sólo varios años después encontraremos manifestaciones de 
este tipo a un nivel teórico programático en el Real Decreto de creación de la 
Comisión de Reformas Sociales en 1883; y mucho más adelante a principios 
de siglo, en la Ley Besada de 1907 como problema que debe ser objeto de 
estudio; o en proyectos de leyes de reformas agrarias que nunca llegaron a 
aprobarse, tal vez por contemplar ataques directos a la gran propiedad terri-
torial privada, aunque estuviera improductiva e inculta. 
4 	Los beneficiarios o "agraciados" principales de esta reforma agraria 
fueron fundamentalmente sujetos con escaso poder económico, involucra-
dos en uno y otro bando de la Guerra de los Diez Años y que como hemos 
dicho quedarían sin trabajo o arruinados una vez que se firmara la paz que 
se barruntaba. 
Y aunque en el fondo reluce la prevalencia y mayor beneficio en la concesión 
de tierras para el "agraciado" del bando vencedor, llama la atención el pro-
pósito de reinserción social que nos depara la contemplación del rebelde 
vencido e indultado entre los "agraciados" por los repartos. Ello introduce, 
a nuestro modo de ver, en la interpretación de la guerra un matiz socioeco-
nómico que tal vez buscaba desdibujar la tensión nacionalista independen-
tista, que fue la que fundamentalmente la desencadenó. 
Para llevar a cabo la reforma agraria la exposición de motivos del Real 
Decreto dice utilizar dos vías o "impulsos convergentes": la acción directa 
del Estado, y la intermediación de "empresas y capitalistas". 
Por virtud de esta segunda vía o impulso, en la parte dispositiva, nos encon-
tramos realmente con un segundo tipo de beneficiarios o agraciados de esta, 
reforma agraria, no exento de contradicciones: "los agraciados privilegia-
dos" cuales son "los capitalistas y empresas", que podrán recibir grandes 
extensiones de tierras para su cultivo y colonización. 
5 	Las unidades básicas de reparto o suertes que se concederían a los 
"agraciados desgraciados" están diseñadas de manera que se cree para ellos 
la "pequeña propiedad"; por lo que la cesión de las tierras repartidas en este 
caso se realiza en concepto de "propiedad a perpetuidad". 
De otra parte, presumiblemente, a los "agraciados privilegiados" represen-
tados por "los capitalistas y empresas" se entregarían grandes extensiones 
de tierras, pues lo que se pretende según el Real Decreto es que las reciban 
"para colonizarlas y reducirlas a cultivo". En este caso la concesión se rea-
liza en concepto de enfiteusis, con lo que, de tratarse de tierras públicas, la 
propiedad —al menos teóricamente— quedaría en el Estado o municipios. 
6 	Nos encontramos, por tanto, en principio con un repartimiento de tie- 
rras que podría calificarse de reforma agraria social, pues conjuga dos obje- 
tivos sociales, cuales son pretender que la tierra improductiva y abandonada 
produzca [función productivista]; y repartirla, en primer lugar, entre los que 
no tienen relación con la tierra y están necesitados de ella para subsistir [fun-
ción redistributiva]; y en segundo lugar entre privilegiados económicos para 
que las colonicen y faciliten el acceso a la tierra de los necesitados de su rela-
ción con ella. 
Ahora bien, a nuestro modo de ver, el diseño técnico-jurídico de la función 
social que persigue esta reforma agraria se ve difuminada y traicionada, 
hasta el punto de tener pocos visos de virtualidad. Lo cual, seguramente, es 
consecuencia del vigor y pureza que aún tiene el liberalismo económico, que 
profesan sus redactores, en virtud del cual se mitifica el derecho de propie-
dad de la tierra —sin límites— como factor de redención personal. 
Esto se aprecia, sobre todo, cuando se comprueba que no existen mecanismos 
para garantizar la permanencia de la función redistributiva que toda verda-
dera reforma agraria social encierra, sino todo lo contrario. Así se observa en 
el hecho de que "transcurridos tres años", "los agraciados desgraciados" que 
justifiquen que han roturado y cultivado su suerte puedan "disponer libre-
mente de su propiedad"; o también en la ausencia de una concreta regulación 
sobre las obligaciones que conlleva la colonización que deben practicar los 
"agraciados privilegiados" representados por "capitalistas y empresas" 
sobre las grandes extensiones de tierras que reciban en enfiteusis. 
Por tanto, aunque es cierto que se preven "auxilios" destinados "a la adqui-
sición de ganado de labor y de útiles y aperos de labranza", también lo es 
que esta circunstancia solamente contempla a "los colonos más beneméritos 
y necesitados". De ahí que fuera muy posible que, superados los tres años 
de tenencia provisional de la tierra y justificados los requisitos de roturación 
y de cultivo, la gran mayoría de "los agraciados desgraciados", excomba-
tientes de uno y otro bando, con muy poca formación profesional agraria y 
menos capacidad económica, se vieran tentados de "disponer libremente de 
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172 	su propiedad" recién adquirida, para venderla a quienes pudieran comprár- 
sela, que presumiblemente serían esos otros candidatos a disfrutar de la tie-
rra repartible, los "agraciados privilegiados" representados por "los capita-
listas y empresas". 
Y no tendría tampoco nada de extraño, que pasado cierto tiempo, como en 
otras ocasiones históricas, estos poderosos "capitalistas" fueran acaparando 
la tierra repartida a los desfavorecidos y además en cuanto poseedores de la 
tierra repartida en enfiteusis terminaran confundiendo dicho título con el de 
propiedad.`` 
APÉNDICE DOCUMENTAL 
Real Decreto de 28 de Octubre de 1877, sobre repartimientos de terrenos en la Isla 
de Cuba, publicado en la Gaceta de Madrid, año CCXVI, n° 301, tomo IV, p. 303. 
MINISTERIO DE ULTRAMAR 
EXPOSICIÓN 
SEÑOR: La rebelión cubana, en medio de sus desesperados esfuerzos por 
prolongar su agonizante existencia, acaba de sufrir golpes rudos y decisivos: 
capturados o acogidos a indultos varios de sus principales caudillos, dis-
persas y mermadas sus fuerzas, no es dudoso que la completa pacificación 
de la grande Antilla es ya inminente. Por segunda vez en el transcurso de 
........ 	 .......... 	....... 
38 Sobre el fracaso de otras experiencias históricas españolas de reformas agrarias practicadas 
sobre tierras públicas, véase Merchán, Antonio, "La reforma agraria para Andalucía del Conde de 
Aranda [lectura técnico-jurídica]", en Historia Instituciones y Documentos, n° 25 [Homenaje al Prof. 
José Martínez Gijón], Sevilla, 1998, especialmente el apartado n° 6 dedicado a la aplicación de la 
reforma, donde se ve como la reforma agraria fracasa en su función redistributiva, entre otras cau-
sas porque los beneficiarios pobres no reciben suficiente ayuda social y profesional y consiguiente-
mente abandonan las tierras que se les han repartido, las cuales son ocupadas o compradas por los 
económica y políticamente "poderosos" del lugar. 
tres años el nombre augusto de V.M. habrá de ser emblema de victoria y 
prenda de paz en el territorio español. 
Necesario es que este fausto suceso no sorprenda desprevenida a la Admi-
nistración pública, que tiene que convertir a la resolución de arduas cuestio-
nes la atención que venía fijando exclusivamente en la terminación de la 
guerra. La opinión general de nuestros compatriotas reclama en aquella isla 
eficaces reformas económicas y rápidas medidas de reconstrucción que, 
reparando los daños sufridos, impidan su reproducción aun en época lejana. 
Entre estas medidas, ninguna es tan urgente como las que tienen por objeto 
proporcionar trabajo y sustento a las familias que resulten arruinadas y a los 
individuos que queden sin ocupación al terminar la guerra. La adopción de 
un sistema sencillo y fácil de colonización en la parte interior y despoblada 
de la isla puede remediar estos males, no en forma pasajera, sino en térmi-
nos estables y definitivos aumentando la riqueza del país, creando la 
pequeña propiedad tan necesaria por las nuevas condiciones de trabajo, y 
arrebatando a la insurrección sus constantes guaridas. En más de 800.000 
hectáreas está calculada la superficie de los terrenos incultos y disponibles 
en la isla de Cuba: hora es ya de que penetre el arado y se esparza la simiente 
en esos bosques y sabanas, donde sólo han brillado el machete y la tea. 
Habiendo sido España la primera potencia colonizadora en la edad 
moderna, abundan en nuestros Códigos disposiciones legislativas aplicables 
a tan gran empresa. Las contiene muy sabias la Recopilación de leyes de 
Indias, y no son menos importantes los decretos de las Cortes de 4 de Enero 
de 1813 y 29 de Junio de 1822. Una Real cédula de 10 de Agosto de 1815 y 
otra de 21 de Octubre de 1817 establecen reglas muy acertadas para la colo-
nización en Puerto Rico y en Cuba; y en época más reciente son dignos de 
estudios los preceptos a que se ajustaron la colonización de la isla de Pinos 
en 1830, de Vieques desde 1844 a 1846, y de Fernando Poo en el período que 
abraza los años de 1859 a 1867. 
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Es, sin embargo, tan especial y distinto de los anteriores el conjunto de cir-
cunstancias en que se encuentra hoy la isla de Cuba, que el Ministro que 
suscribe juzga que no conseguiría el resultado apetecido limitándose a apli-
car al caso presente la legislación citada. Esta consideración lo ha movido a 
condensar en el adjunto proyecto de decreto las disposiciones que le han 
parecido más prácticas, inspirándose para ello en el espíritu de las leyes 
anteriores. 
A dos impulsos convergentes se fía en el proyecto de colonización inmediata 
de los terrenos incultos: la acción directa de los agentes del Gobierno, y la 
intermedia de las empresas y capitalistas que vengan a auxiliar esta obra 
civilizadora. De esperar es que los resultados correspondan a las esperanzas 
y propósitos en que esta doble acción se funda. 
No imagina el que suscribe haber hecho una obra acabada, que siempre sería 
difícil en tan delicada materia, y lo es más por la urgencia con que ha tenido 
que ejecutarse. Cree, sin embargo, que este decreto, si obtiene la sanción de 
V.M., satisfará las más apremiantes necesidades de la isla de Cuba en estos 
solemnes momentos, sin perjuicio de adquirir mayor perfección en poste-
riores disposiciones complementarias. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe tiene la honra de 
presentar a V.M., de acuerdo con el Consejo de Ministros, el adjunto pro-
yecto de decreto.—Madrid, 27 de Octubre de 1877. —SEÑOR.— A.L.R.P. de 
V.M.— Cristóbal Martín de Herrera. 
REAL DECRETO 
Atendiendo a las razones expuestas por el Ministro de Ultramar, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, 
Vengo a decretar lo siguiente: 
Artículo 10 
El Gobernador general de Cuba procederá a hacer un repartimiento de terre-
nos baldíos y realengos, a los cuales se agregarán también los que a conti-
nuación se expresan: 
1° Los bosques del Estado que, a juicio de la Inspección de Montes de la isla, 
no deban reservarse para su aprovechamiento, o no sean susceptibles de 
enajenación ventajosa. 
2° Los terrenos de Propios y Arbitrios de los pueblos, que no sean indis-
pensables al común de los vecinos. 
3° Los que cedan voluntariamente para este fin los grandes propietarios de 
la isla, que los tienen incultos e improductivos; debiendo ser invitados a 
cederlos por la Autoridad superior. 
Art. 2". 
Los agraciados con estas concesiones pertenecerán a las clases expresadas a 
continuación, y serán preferidos en la mejor calidad y ventajosa situación de 
las suertes que se les adjudiquen por el orden que llevan: 
Primera clase. 
Licenciados del Ejército de Cuba y voluntarios movilizados, o que hayan 
asistido a función de guerra. 
Segunda clase. 
Vecinos de los pueblos de la isla que, habiendo permanecido fieles al 
Gobierno, hayan sufrido pérdidas considerables por causa de la guerra. 
Tercera clase. 
Individuos presentados a indulto a las Autoridades y fuerzas del Gobierno. 
Art. 3° 
Cada suerte de tierra se compondrá del número de hectáreas que en la zona donde 
radique se considere suficiente al mantenimiento de un hombre que la cultive. 
Al soltero, o casado sin hijos, se le concederán dos suertes. 
Al casado con hijos, tres suertes. 
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Art. 4° 
Al medir y amojonar las suertes, se cuidará de no interceptar con ellas los 
caminos, veredas, cañadas, arroyos, abrevaderos y cualesquiera otros terre-
nos de uso común o gravados con servidumbres. Asimismo se respetarán los 
trazados de carreteras o ferrocarriles en proyecto. 
Cuando la población de las nuevas colonias haya de estar agrupadas, se aco-
tarán terrenos para Iglesia, Ayuntamiento, Escuela, mercado, plazas, calles, 
ejidos y demás usos generales. 
Art. 5' 
Las concesiones de terrenos se harán en propiedad y a perpetuidad. Los colo-
nos recibirán un título provisional y gratuito, que caducará a los tres años si 
al cabo de este tiempo no han puesto en cultivo las suertes respectivas, las 
cuales no podrán enajenar ni hipotecar durante el mencionado trienio. 
Transcurrido este tiempo, y justificando el colono que ha roturado y culti 
vado sus suertes, se le canjeará el título provisional por otro definitivo, y 
podrá disponer libremente de su propiedad. 
Art. 6" 
Durante cinco años, a contar desde la fecha del segundo título, estará 
exento el colono del pago al Estado de toda clase de contribuciones por las 
tierras que le hayan sido adjudicadas y por los edificios que en ellas hubiere 
construido. 
Art. 7° 
Podrá destinarse a la adquisición de ganado de labor y de útiles y aperos de 
labranza las cantidades que se consignen en presupuesto y las que se reúnan 
por suscripción pública. Estos auxilios se distribuirán gratuitamente a los 
colonos más beneméritos y necesitados. 
176 expedientes generales, teniendo por objeto el primero el inventario, clasifi- 
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cación y mensura de los terrenos, y el segundo la repartición de las suertes. 
Serán oidos en el primero los Ayuntamientos interesados, e informarán 
sobre ambos con brevedad la Inspección de Montes, la Dirección general de 
Hacienda y el Consejo de Administración. 
Los incidentes que se susciten se resolverán de plano con sujeción a este 
decreto, al derecho común y a las demás disposiciones dictadas para Ultra-
mar sobre colonización y repartimiento de terrenos. 
El Gobernador general llevará a cabo sus providencias a medida que las 
vaya dictando; pero de ambos expedientes remitirá una copia al Ministerio 
de Ultramar para su examen y aprobación definitiva. 
Art. 9" 
Sin perjuicio del repartimiento de tierras reglamentado por las disposiciones 
que preceden, el Gobernador general de Cuba admitirá las solicitudes de 
terrenos baldíos que se le presenten por capitalistas o empresas para coloni-
zarlos y reducirlos al cultivo, tramitándolas en la forma que establece el art. 8° 
a fin de determinar la conveniencia de la concesión, las garantías de coloniza-
ción y el canon que haya de satisfacer anualmente el concesionario por razón 
de enfitéusis, en cuyo concepto se hará en tal caso la cesión de terrenos si el 
Gobierno los estimare oportuno. A este fin el Gobernador general elevará 
con su informe el expediente a la resolución del Ministerio de Ultramar. 
Dado en Palacio a veintisiete de Octubre de mil ochocientos setenta y siete. 
ALFONSO 
El Ministro de Ultramar, 
Cristóbal Martín de Herrera. 
Art. 8° 
Por la Secretaría del Gobierno de la isla se instruirán con toda urgencia los 
